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EI requisito más importante para el desarrollo económico de cualquier nación es que pre​valezca un estado de derecho, entendido este como aquella situación en donde, además del cumplimiento irrestricto de las leyes vigentes, estas mismas leyes sean eficientes en la definición y garantía de los derechos de propiedad. Partiendo de esto, nos podemos preguntar si el sus​tento del marco legal mexicano, la Constitución, cumple con este requisito es decir, si define eficientemente los derechos de propiedad. La respuesta es no. Y, en consecuencia, México sigue siendo un país subdesarrollado, con bajos niveles de PIB per capita y notoriamente inequitativo. 

EI Estado de Derecho 

Para que la interacción entre individuos y empresas en los dife​rentes mercados que existen en la economía se lleve a cabo de una manera eficiente, es necesario que estos tengan la garantía de que los derechos de propiedad sobre los recursos que poseen están garantizados legalmente y protegidos judicialmente. Esto implica que las partes que incu​rren en una transacción tengan conocimiento de los términos de intercambio y acepten las reglas que rigen ese intercambio y que si alguna de las partes no cumple con lo acordado, la contraparte siempre tenga la prerrogativa de buscar la acción judicial para proteger sus derechos. Este marco institucional que rige las transac​ciones es el corazón de un estado de derecho. Así, las instituciones son el conjunto de reglas, los pro​cedimientos legales para cumplir y hacer cumplir lo acordado entre las partes, así como las normas de comportamiento ético y norma​tivo designadas para constreñir el comportamiento individual en la búsqueda de la maximización de su bienestar.

Las instituciones económicas, que comprenden al marco legal y alas organizaciones económicas, formales e informales, juegan un papel crucial para dotar a la socie​dad de un ámbito adecuado en el cual las transacciones entre los diferentes agentes económicos se lleven a cabo y son muy importan​tes para reducir los costos de tran​sacción y promover la especializa​ción en el trabajo. Las instituciones son, de esta manera, las reglas del juego en una sociedad, mismas que determinan, por una parte, cómo se utilizan los recursos que los individuos y la sociedad poseen y, por otra, el resultado en términos del crecimiento económico y de la distribución del ingreso.

Uno de los principales obje​tivos del marco legal, entendido como las reglas formales bajo las cuales interactúan los individuos y las organizaciones, es definir los derechos de propiedad sobre los recursos que cada uno de los agentes económicos posea y permitirles apropiarse del flujo de ingresos que se deriva de la utilización de estos recursos, ya sean físicos o humanos. Un segundo objetivo es determinar las condiciones de entrada y el nivel de competencia que existe en cada mercado y un tercero, es contribuir a la creación de nuevos mercados.
 La principal función del marco legal es la definición de los derechos de propiedad, entendiendo estos como las relaciones de comportamiento entre los agentes económicos, sancionadas legalmente, y que surgen de la existencia de bienes y que atañen a su utilización. Estas relaciones especifican las normas de comportamiento res​pecto a los bienes que cada agente económico debe observar en su interacción con los otros agentes económicos que componen la sociedad. En este contexto, el concepto de derechos de propie​dad se aplica a todos los bienes escasos, materiales 0 inmateria​les, y que por lo tanto tienen un precio positivo. 

En una economía en la cual los derechos de propiedad están bien definidos, los propietarios de estos recursos tendrán el incentivo para asignarlos a aquellas activida​des en las cuales esperan obtener el mayor rendimiento posible que se derive de su utilización. En este sentido, los individuos buscaran aprovechar las venta​jas comparativas que poseen; es decir, tomaran en consideración, al decidir como asignar los recur​sos, el costa de oportunidad que representa no haberlos utilizado en la siguiente mejor alternativa. Al tener el incentivo para asignar los recursos hacia aquellas activi​dades en la cuáles el ingreso que se deriva de su utilización es el máximo posible, no solamente se maximiza el ingreso del propieta​rio de cada recurso, sino también el ingreso de la sociedad. 

Un elemento esencial en lo que al marco institucional se refiere, además de la definición misma de los derechos de propie​dad, es la protección judicial de estos. En un contexto en donde rija el estado de derecho, además del limite al poder del Estado (el cual no puede actuar arbitrariamente en contra de los individuos) y de que los derechos individuales, así como los derechos de propiedad sobre los recursos y los ingresos derivados de su utilización están definidos legalmente con precisión, existe un poder judicial indepen​diente que vela por la protección de esos derechos. De esta manera, en un estado de derecho, la procuración y la administración de jus​ticia son imparciales y eficientes y garantizan el cumplimiento de los contratos, tanto entre particulares como entre estos y el gobierno. 

Por lo anterior, es cru​cial des de una perspectiva de desarrollo económico, que en el diseño de las leyes y normas reglamentarias no se entorpezca el intercambio voluntario y la asignación eficiente de recursos, además de que deben estar limi​tad os, en todo aspecto y tiempo, al respeto irrestricto de los dere​chos privados de propiedad. En este sentido, es papel del gobierno dotar a la sociedad de un conjunto de leyes y reglamentos que induz​can la existencia de mercados competitivos tanto de bienes y servicios como de los factores de la producción y que garanticen la igualdad de oportunidades de acceso a estos mercados, de forma tal que los problemas económicos a los que se enfrenta cualquier sociedad puedan ser resueltos de la manera más eficiente y efectiva posible. Y de igual importancia, y para que los individuos tengan la garantía de que sus derechos están protegidos y garantizados, es contar con un poder judicial que sea eficiente, independiente e imparcial. De poco sirve tener un conjunto eficiente de leyes y reglas, si no existe una autoridad judicial que efectivamente garan​tice su observancia y proteja a los agentes económicos privados en contra de los actos de gobierno que violen sus derechos. 

Así, un estado de derecho puede definirse como aquel en el cual los derechos privados de propiedad están perfectamente definidos en el marco legal, garantizados por un poder judi​cial independiente e imparcial y el gobierno no puede violar la esfera privada. En resumen, un estado de derecho no es más que el imperio absoluto de la ley, aplicable por igual a todos, incluido el propio gobierno. 

La Constitución 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que rige la vida institucional de México dista mucho de ser la base del marco legal que se requiere para que seamos un país desarro​llado y el principal problema que tiene es que no define y garantiza eficientemente los derechos pri​vados de propiedad. A lo largo de todo el cuerpo constitucional existen varias disposiciones que efectivamente atentan contra los derechos privados de propiedad y la libertad de elección y, por lo mismo, generan una asignación ineficiente de recursos, entorpecen el funcionamiento de los mercados e inhiben el desarrollo económico. Hay dos artículos que vale la pena analizar. Estos son el 27 y 28.

El artículo 27 de la Constitu​ción señala: 

"La propiedad de las tierras y aguas comprendidas dentro de los limites del territorio nacional, corresponde originariamente a la nación, la cual ha tenido y tiene el derecho de transmitir dominio de ellas a los particulares, constitu​yendo la propiedad privada. 

"Las expropiaciones solo podrán hacerse por causa de uti​lidad publica y mediante indemnización. 

"La nación tendrá en todo tiempo el derecho de imponer a la propiedad privada las modalida​des que dicte el interés publico, as! como el de regular el aprovecha​miento de los recursos naturales susceptibles de apropiación, para hacer una distribución equitativa de la riqueza publica y para cuidar de su conservación ( ... )" . 

Como puede notarse, la Constitución considera todos los recursos naturales (tierra, agua y subsuelo) como propiedad ori​ginaria de la Nación, pudiendo ser transferida en su dominio a los particulares para constituir la propiedad privada. Sin embargo, también se apunta la prerroga​tiva que tiene el gobierno para expropiar la propiedad privada, con solo considerarla como de utilidad publica, sin especificar que se entenderá por "utilidad publica". A lo anterior es nece​sario agregar el tercer párrafo del citado articulo que a la letra dice: "La nación tendrá en todo tiempo el derecho de imponer a la propiedad privada las moda​lidades que dicte el interés publico, (...), para hacer una distribución equitativa de la riqueza publica (...)". 

Esta disposición constitu​cional, al no definir con preci​sión los derechos privados de propiedad y con la propiedad privada sujeta a la expropiación prácticamente arbitraria, con solo señalar que se hace por causa de "utilidad publica", así como sujetar este tipo de propiedad alas "modalidades que dicte el "interés publico", nuevamente sin definir que es lo que se puede entender por esto, amplié a que el gobierno puede violar, constitu​cionalmente, los derechos priva​dos de propiedad, por lo que el riesgo de expropiación para la propiedad privada es relativa​mente alto. La existencia de este riesgo tiene el efecto de inhibir el ahorro y la propia inversión que pudiera realizar el sector privado, lo que va en detrimento del desarrollo económico. 

Finalmente, al poder impo​ner sobre la propiedad privada las modalidades para lograr una "equitativa distribución de la riqueza publica", la propia Cons​titución entra en conflicto con el concepto de un verdadero "Estado de Derecho" en el cual uno de sus elementos principales es que exista la igualdad de oportunidades y no la igualdad de resultados. Al especificarse constitucionalmente que lo que se busca es la igualdad de resultados, se traduce en que el marco institucional, en lugar de ser el requerido para generar riqueza, sea uno que reparte pobreza. 

EI Artículo 28 

Además de esta inadecuada definición de los derechos priva​dos de propiedad en el artículo 27 aunada a la discrecionalidad mediante la cual el gobierno puede expropiar la propiedad privada, el artículo 28 en dos de sus partes se constituye como una fuente que atenta contra los derechos priva​dos de propiedad. La primera es la prerrogativa que la Constitución le otorga al gobierno para imponer precios máximos. La segunda es lo referente a las áreas de actividad económica consideradas como estratégicas y que por lo mismo son explotadas monopólicamente por el gobierno. Por otra parte, en dos de sus fracciones este artículo busca proteger los derechos priva​dos de propiedad, una referida a la estabilidad del poder adquisitivo de la moneda y la otra, la referida a los derechos de autor e invención, los protege. 

En lo que respecta al primer punto, el artículo 28 señala: 

"En los Estados Unidos Mexicanos quedan prohibidos los monopolios, las practicas monopólicas, los estancos y las exenciones de impuestos en los términos y condiciones que fijan las leyes. El mismo tratamiento se dará alas prohibiciones a titulo de protección a la industria". 

Así, la Constitución prohíbe la existencia de monopolios y de prácticas monopólicas y Ie otorga al gobierno la facultad de controlar a los monopolios. En este ámbito, la acción gubernamental puede llevarse a cabo de dos maneras. La primera, es eliminar las barreras de entrada al mercado, generalmente de carácter regulatorio, para hacer posible la existencia de un mayor número de empresas y generar las condiciones para que este sea uno de competencia. Si por alguna razón, por ejemplo de carácter tecnológico o por la existencia de altos costos fijos de entrada, estas barreras no se pueden eliminar, entonces el papel del gobierno es regular la operación del monopo​lio, mediante el establecimiento de precios máximos de venta, para inducirlo a operar como si estuviese en un mercado competitivo, siendo este un caso en el cual se justifica la imposición de precios máximos. 

Sin embargo, con el argu​mento de que es papel del gobierno proteger al consumidor de la acción de las empresas, el articulo 28 en su tercer párrafo, introducido en su presente forma en la modificación que se hizo a este articulo constitucional e13 de febrero de 1983, indica que:
 

"Las leyes fijaran bases para que se señalen precios máximos a los artículos, materias primas o productos que se consideren nece​sarios para la economía nacional o el consumo popular, así como para imponer modalidades a la organi​zación de la distribución de esos artículos, materias o productos, a fin de evitar intermediaciones innecesarias o excesivas que pro​voquen insuficiencia en el abasto, así como el alza de precios. La ley protegerá a los consumidores y propiciara su organización para el mejor cuidado de sus intereses."

El argumento que comúnmente se utiliza para la imposición de precios máximos es que si se permite que los mercados actúen libremente, el precio que regiría en el mercado dejaría fuera a la población de menores ingresos. Este argumento carece de validez teórica y, más aun, de validez empírica, de forma tal que la imposición de precios máximos en mercados que son competitivos, al constituirse como una distor​sión, resultan en una pérdida en el bienestar de los consumidores y de los productores. 

El error que se comete al afirmar que los precios máximos benefician a los consumidores, se deriva de no tomar en consideración el efecto que tiene sobre la producción la imposición de un precio por debajo del que regiría si el mercado fuese libre. Al imponerse un precio máximo, los consumidores estarán dispuestos a adquirir una cantidad mayor que la que hubieran demandado si el precio fuese libre pero simultáneamente, a ese precio, los producto​res estarán dispuestos a producir y vender una menor cantidad del bien. El incremento en la cantidad demandada y la reducción en la cantidad ofrecida resultan en un exceso de demanda por el bien es decir, la imposición de un precio máximo genera desbasto y, en consecuencia, un incremento en el precio efectivo que pagan los consumidores. 

Además de que la imposición de un precio máximo perjudica a los consumidores, a quienes paradójicamente se les quería ayudar, este tipo de medidas tiene una implicación muy importante sobre las decisiones de inversión por parte de las empresas. En primer lugar, la imposición de precios máximos se constituye, para efectos prácticos, como una violación a los derechos privados de propie​dad, no sobre el recurso productivo mismo pero si sobre el ingreso que se deriva de su utilización ya que la determinación exógeno del precio por parte del gobierno reduce la tasa de rentabilidad sobre el capi​tal invertido en las empresas. En segundo lugar, tal reducción en el rendimiento no solamente se traduce en que los incentivos para invertir nuevos recursos en estos sectores son menores, sino que inclusive induce a los productores a extraer recursos productivos, principalmente capital, de los sec​tores con precio controlado para canalizarlos hacia otras áreas de la economía. 

Estos dos efectos en su con​junto implican que el monto de recursos productivos que se desti​nan a producir bienes cuyo precio esta sujeto a control tiende a caer, por lo que el numero de empresas paulatinamente se reduce, lo cual a su vez tiene dos efectos. El primero es que la diferencia entre la canti​dad demandada por los consumi​dores y la cantidad ofrecida por los productores aumenta es decir, el desbasto tiende a aumentar. 

La segunda, es que al redu​cirse el número de empresas pri​vadas, el grado de competencia en el mercado tiende a ser menor. Es decir, el control de precios induce que los mercados se oligopolicen y en el extremo se monopolicen. Así, los controles de precios que la propia Constitución le permite al gobierno imponer, generan las estructuras de mercado y las prac​ticas monopólicas que el propio artículo 28 prohíbe. 

En este mismo articulo de la Constitución, existe un segundo elemento que le permite al gobierno atentar contra los derechos priva- dos de propiedad, enmarcado en lo referente a las áreas estratégicas para el desarrollo nacional y que se reservan al gobierno para ser explotadas monopólicamente. El articulo 28 señala: 

"No constituirán monopo​lios las funciones que el Estado ejerza de manera exclusiva en las siguientes áreas estratégicas: correos, telégrafos, radiotelegra​fia; petróleo y los demás hidrocar​buros; petroquímica básica; mine​rales radioactivos y generación de energía nuclear; electricidad y las actividades que expresamente señalen las leyes que expida el Congreso de la Unión (...)". 

Aunque el que sea el gobierno que en produzca de manera exclusiva y por lo tanto mono​pólicamente los bienes privados señalados implica una utilización ineficiente de los recursos y un atentado en contra de los derechos de los consumidores, lo importante para la definición y protección de los derechos privados de propiedad lo constituye la frase que afirma "(... ) Y las actividades que expresa​mente señalen las leyes que expida el Congreso de la Unión (...)". 

Que la propia Constitución establezca que una ley expedida por el Congreso, es suficiente para que cualquier actividad económica se Ie considere como "estratégica" para el desarrollo nacional y par lo mismo pasar a ser explotada monopólica​mente por el gobierno, introduce un alto riesgo sobre la inversión lle​vada a cabo por el sector privado. Si en algún momento, el Congreso decreta una ley que define como estratégica alguna área particular de actividad económica, y esta es promulgada por el Presidente de la Republica, automáticamente los recursos privados que se destinan ala producción del bien o servicio en cuestión, son sujetos de expropia​ción. Naturalmente, este riesgo hace que, ex-ante, el premio par invertir en México sea alto, lo que inhibe el ahorro, la acumulación de capital y el propio crecimiento económico. 

Conclusiones 

La Constitución no define apropiada y eficientemente los derechos de propiedad en México y, más aun, Ie otorga al gobierno una amplia discrecionalidad para atentar contra estos derechos, tanto a través de la expropiación como a través de la imposición de precios máximos. Esta inapropiada definición de los derechos priva​dos de propiedad se ha traducido en menores tasas de ahorro y de inversión lo que ha inhibido el desarrollo económico de México. 

No contar con un marco ins​titucional eficiente, con un marco legal claro, transparente y perma​nente que garantice la existencia de un estado de derecho, es la causa primaria del subdesarrollo de la economía mexicana. 
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� Para un análisis más detallado de las implicaciones constitucionales para el desarrollo económico de México, véase Katz (1999).


� La facultad que la Constitución otorga al gobierno para la imposición de precios máximos se introdujo en la misma en 1983. En la versión original de la Constitución, esta facultad no se consideraba y lo único que se prohibía eran las practicas monopólicas, ya fuera en la producción o en la distribución de los bienes, y que resultaran en un alza en los precios.





